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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., veintiocho (28) de septiembre de dos mil veintidós (2022)1 

Expediente 005 2021– 00275 00 

 

Se reconoce personería al abogado JORGE HENRY GARCÍA ORTIZ como 

apoderado de la demandada MARTHA CECILIA ALBINO MONROY en los 

términos y para los fines del poder conferido.  

 

A la luz de lo reglado en el artículo 129 y 134 del CGP, de la nulidad presentada 

por la señora MARTHA CECILIA ALBINO MONROY se corre traslado a la parte 

actora por el término de tres (3) días a efectos de que se pronuncie al respecto.  

 
 
NOTIFÍQUESE CÚMPLASE, 

 

NANCY LILIANA FUENTES VELANDIA 

JUEZA  
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SOLICITUD NULIDAD PROCESO REIVINDICATORIO CONTRA MARTHA ALBINO

jorge henry garcia ortiz <jerrygo1970@hotmail.com>
Vie 5/08/2022 4:40 PM

Para: Juzgado 05 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. <ccto05bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Bogotá D.C. 5 de agosto de 2022. 

SEÑORES 
JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ

Cordial saludo. 

Me permito remitir solicitud de nulidad dentro del proceso de la referencia. 

Atentamente, 

JORGE HENRY GARCÍA ORTÍZ
Abogado.
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García & García 

JORGE HENRY GARCIA ORTIZ 
ABOGADO 

Carrera 59 A No. 128B – 15 Casa 3 Barrio las Villas de Bogotá D.C. 
Tel.  3124202929. 

jerrygo1970@hotmail.com  

 
 

Bogotá D.C. 05 de agosto de 2022 
 
 

Señor. 
JUEZ 5 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 
E...........................................S...................................D. 

 
Ref. PROCESO: DECLARATIVO VERBAL REIVINDICATORIO.  

 
DEMANDANTE: MARTA PATRICIA RODRIGUEZ RODRIGUEZ.  
 

DEMANDADA: MARTHA CECILIA ALBINO MONROY  
 

RADICACIÓN: 2021-00275 
 

ASUNTO: Solicitud de nulidad.  

 
Como se observa dentro del líbelo demandatorio, a la señora MARTHA ALBINO, 
litisconsorte necesaria dentro del presente proceso, se le realizó la notificación 

referida en el artículo 8vo del decreto 806, aceptada por su despacho el día 17 
de febrero del año en curso, donde se expresa tácitamente que si se efectuó de 

manera positiva esta diligencia, lo cual, es totalmente ajeno a la realidad 
puesto que el correo allí señalado no es de mi poderdante y se debió agotar las 
diligencias del artículo 291 y 292 en su defecto.  

Por tal motivo, una vez observado el acápite de las notificaciones realizadas 

por la parte actora, evidencié que aquellas no estaban tramitadas de manera 
idónea conforme a lo manifestado en la ley 2213 del 2022, (antes Decreto 

806/20), en su artículo 8, donde específicamente se observa de manera clara, 
el cómo se debe practicar estas diligencias para que sean eficaces, puesto que 
si no se realiza al tenor de lo expresado allí en este artículo, podría en primera 

instancia incurrir en una nulidad por la vulneración de las garantías 
fundamentales que se deben garantizar en los procesos judiciales.  
 

Como consecuencia de lo anterior, y como lo venía plasmando, la apoderada 
de la parte actora incurrió en un error presuntamente involuntario, al 

suministrar a su despacho, una dirección electrónica que mi cliente, la señora 
MARTHA ALBINO, usaba desde hace más de 3 años y que no es la misma 
dirección electrónica que usa en la actualidad. Por lo cual, no se puede 

desconocer en ningún momento ni bajo ninguna circunstancia que las 
personas deben tener las mismas direcciones electrónicas o números celulares 

vitalicios, como erróneamente lo presenta la apoderada de la parte actora, más 
bien por el contrario, esta herramienta que nos facilita la nueva ley, antes 
precedida por el decreto ley 806, en su artículo 8vo debe cumplirse a cabalidad, 

demostrando, tal como allí se reza que, se deben aportar las pruebas idóneas 
para demostrar que ese correo electrónico aportado es ACTUAL, es por ello que 
en el mismo inciso del artículo referido, se manifiesta que no basta con aportar 

el correo electrónico, sino que es requisito fundamental que se hayan tenido 
algún tipo de conversaciones que permitan indicarle al Despacho que 

efectivamente la parte demandada si tiene ese correo electrónico y que es un 
correo actual.  
 

Así mismo, no se puede dejar atrás las demás formas de realizar una 
notificación, ya que dentro del código General del Proceso, se establecen las 

notificaciones del artículo 291 y 292, que en ningún momento fueron 
derogadas por la vigencia de la nueva norma (2213/22), la cual dio una 

mailto:jerrygo1970@hotmail.com
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alternativa electrónica más fácil para los apoderados, siempre y cuanto se 

cumplan a cabalidad los requisitos expresados.  
 

Por tal motivo, y como bien se observa dentro del líbelo demandatorio, la 
apoderada de la parte actora omitió el requisito del artículo 8 de la ley 2213 de 
2022, en el siguiente aspecto:  

 
“ARTÍCULO 8. NOTIFICACIONES PERSONALES. las notificaciones que deban 
hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la providencia 
respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que 
suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad del envío 
de previa citación o aviso físico o virtual. los anexos que deban entregarse para 
un traslado se enviarán por el mismo medio.” 
 
  En el inciso 1ro del citado artículo expresa lo siguiente:  
 

“El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá 
prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la 
obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las 
comunicaciones remitidas a la persona por notificar.” Negrilla subrayada 

fuera de texto.  
 
Es por ello, señor juez que, traigo a colación este aspecto y la gravedad de no 

hacerlo; primero porque la apoderada lo dice bajo la gravedad de juramento, 
algo que no es verdad, y segundo; porque en ninguna parte del líbelo 

demandatorio se evidencian las comunicaciones remitidas a la persona por 
notificar, en este caso de mi cliente, la señora MARTHA ALBINO, en el correo 
aportado por la apoderada, que sirven en todo caso para DEMOSTRAR que 

actualmente si recibe estas comunicaciones a esa dirección electrónica. La 
omisión de este aspecto genera la nulidad total de todo lo actuado, toda vez 

que, se vulneraron los derechos fundamentales a la defensa, así como también 
el artículo 29 de la carta magna, por cuanto mi poderdante no tuvo acceso al 
proceso, a manifestarse, ni mucho menos de aportar las pruebas que considere 

necesarias.  
 
Lo referido anteriormente, tiene como fundamento jurídico el artículo 133 del 

C.G.P, inc. 8vo; “Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto 
admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las 
demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como 
partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, 
cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o 
a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado.” 
Dentro del cual, se evidencia la respectiva causal de nulidad alegada por el 

suscrito.  
 
Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, mediante Sala de Casación Civil 

menciona que:  
 

“Como desarrollo de la garantía constitucional del debido proceso, elevado a 
rango constitucional en el artículo 29 de la Constitución Política, la legislación 
procesal civil ha regulado de manera detallada las causales de nulidad en que 
puede incurrirse en la tramitación total o parcial del proceso, con el fin de 
garantizar a las partes el ejercicio del derecho de defensa, contradicción, 
publicidad y, en general, el ajuste a las formas básicas propias de cada juicio. 
Este instituto de las «nulidades procesales», de origen legal, se rige por el 
postulado de la “taxatividad o especificidad”; es decir, que no se estructura la 
irregularidad capaz de anular el proceso, a menos de que se encuentre 
contemplada en los motivos consignados expresamente el artículo 133 del 
Código General del Proceso, a los que se suma el consagrado en el último inciso 
del precepto 29 de la Carta Magna, según la cual es “nula, de pleno derecho, la 
prueba obtenida con violación del debido proceso”. Dentro de las causales 
mencionadas, se encuentra aquélla que reza que el proceso es nulo en todo o en 
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parte, cuando «…no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio 
de la demanda a personas determinadas» 
 

Concepto que evidencia en todo caso que el mero acto de la notificación, como 
garantía máxima de protección del derecho de defensa y el debido proceso, 
debe concebir con precisa sujeción a los fundamentos procesales que lo 

regularizan, de lo contrario habrá que declararse la nulidad. 
 

Por otro lado, es menester señalar que dentro de este proceso se evidencia que 
hay una falta de conformación de la parte contradictoria en virtud a que hay 
un litisconsorcio necesario, el cual se omite por completo y del cual no se 

puede desconocer. Así, este litisconsorcio necesario lo compone la señora 
MARTHA ALBINO, MAURICIO VASQUEZ ALBINO y WILSON JAVIER 
VASQUEZ ALBINO, ya que las tres personas referidas han venido ejerciendo 

una posesión en común y proindiviso, adelantando de manera conjunta los 
actos de Señor y dueños del predio durante varios años, de manera pacífica e 

ininterrumpida, por lo cual solicito señor juez se declare la nulidad de todo lo 
actuado conforme a lo previsto en el numeral 8 del artículo 133 del C.G.P, 
dentro del cual se manifiesta que esta omisión lesiona las garantías judiciales 

de la parte vulnerada, limitando el derecho de contradicción, defensa y del 
debido proceso.  

 
Así mismo, el artículo 61 del CGP, indica que, si el proceso se ha adelantado 
sin la comparecencia de alguno de los litisconsortes necesarios y no se ha 

dictado sentencia de primera instancia, el juez deberá de oficio o a petición de 
parte proceder a convocar a los afectados para que, en las mismas 
oportunidades que tuvieron las partes ya integradas al asunto, puedan ejercer 

las conductas procesales que garanticen su derecho de defensa. 
 

De conformidad a lo anterior, es necesario que se realice la vinculación de 
todos los sujetos procesales que puedan establecer con certeza lo señalado en 
el proceso, por esta razón, se debe garantizar de igual forma las actuaciones 

porque de ellas se derivan el derecho real de dominio del cual pueden gozar 
las personas que ostenten la calidad de poseedores de un bien inmueble, y 

como se ha señalado en varias ocasiones por la Corte Suprema de Justicia; la 
figura jurídica de la posesión debe ser tratada en el mismo rango al derecho 
de la propiedad privada y su garantía. Esta protección debe ser de igual forma 

respetada al punto de ser equiparado con un derecho fundamental, en este 
caso de mis poderdantes, quienes corren el peligro de verse afectados por la 
decisión o no de esta instancia judicial y que, sin la vinculación propia a todos, 

se vulnerarían estos presupuestos constitucionales.   
 

De la misma forma, la Corte Constitucional ha venido reiterando en varios de 
sus fallos los derechos de defensa y de contradicción se ven limitados cuando 
no se integra correctamente el contradictorio, por cuanto estos garantizan a 

las personas que acceden a la justicia a presentar pruebas y a controvertir las 
que se aporten en su contra; por ello especifico dos vías para subsanar esta 
omisión: 

 
La primera es declarar la nulidad de todo lo actuado, revocar la decisión 
sometida a examen de revisión y ordenar la devolución del expediente al 
juez de primera instancia ordenándole la vinculación, la debida notificación 
de las partes y surtir las actuaciones pertinentes. 
 
La segunda es que la Corte Constitucional en la sala de revisión integre 
directamente el contradictorio, puesto que invalidar actuaciones y devolver 
el proceso afectaría los derechos fundamentales del accionante.  
 

Esto hace referencia a que si bien lo que se busca dentro de esta solicitud es 
la nulidad de todo lo actuado, también señor juez a su criterio y según los 
parámetros del artículo 61 del CGP, puede integrar debidamente la Litis y 

permitirles a mis poderdantes las actuaciones a que haya lugar, siendo 
también un factor ventajoso para la economía procesal, la garantía del debido 

proceso e igualdad procesal.  



 4 

 

Dentro de la presente solicitud se anexarán varios contratos de arrendamiento 
que corresponden a los integrantes del solicitado litisconsorcio, como prueba 

si quiera sumaria de que durante varios años han venido ejerciendo la 
posesión y arrendando uno de los pisos a la señora ELENA FLORES, 
identificada con cédula de ciudadanía n°. 12.667.436, quien por concepto de 

pago de canon de arrendamiento paga la suma de SEISCIENTOS CINCUENTA 
MIL PESOS M/CTE ($650.000).   

 
Conforme a lo señalado anteriormente, solicito las siguientes:  
 

PRETENSIONES:  

 
1. Que se declare la nulidad de todo lo actuado conforme a los argumentos del 

acápite anterior.  
2. Que de conformidad con lo manifestado y solicitado por el suscrito apoderado 

su despacho mediante providencia ORDENE: Integrar debidamente el 

litisconsorcio necesario de conformidad con el Art. 61 Inciso 2 y s.s., del C. G. 
del P., vinculando al proceso a los señores MAURICIO ALEXANDER VASQUEZ 
ALBINO, WILSON JAVIER VASQUEZ ALBINO.  

3. ORDENAR: Notificar personalmente la providencia por medio de la cual se 
resuelva el tema que nos ocupa a todos y cada uno de los vinculados en esta 

litis., de acuerdo con el Art. 291 a 293 del C. G. del P., y de la Ley 2213 de 
2022.  

4. Que de igual forma se ordene correrme traslado de la demanda junto con sus 

anexos y del dictamen pericial. Por el termino de 20 días como lo ordena el Art. 
369 del C. G. del P., para poder pronunciarnos respecto de la demanda y 

podamos ejercer nuestro derecho de contradicción y defensa, debiéndonos 
allegar la demanda a nuestros correos electrónicos junto con todas y cada una 
de las piezas procesales que cursan en dicho proceso.  

5. Así mismo suspender el proceso hasta tanto precluya el término para la 
comparecencia de mis prohijados vinculados a esta litis. 

6. Por sustracción de materia DEJAR SIN EFECTO, el auto por medio del cual 

se convocó a las partes a la realización de la audiencia inicial del Art. 372 del 
C. G. del P.       

 
 

Atentamente, 

 

 
JORGE HENRY GARCIA ORTIZ 
C.C 79.539.157 de Bogotá D. C.  
T. P. N. 164754 del C. S. de la J. 


